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Resumen: El objetivo principal de este trabajo es analizar el remedio estructural dictado por la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa “Mendoza”. También se presentan aquí algunas 
dificultades procesales surgidas durante los primeros tres años del proceso de su implementación, y 
el modo en que la Corte Suprema las resolvió.
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THE “MENDOZA” CASE STRUCTURAL INJUNCTION

BACKGROUND, MAIN FEATURES AND SOME ISSUES RAISED DURING THE FIRST THREE YEARS 
OF ITS IMPLEMENTAION

Abstract: The principal aim of this paper is to analyze the structural injunction issued by the Ar-
gentine Supreme Court of Justice in the “Mendoza” case. It also presents some procedural difficulties 
that arose during the first three years of the enforcement proceedings, and the way the Supreme Court 
solved them.

Key words: Collective Proceedings — environment - structural injunction - citizen participation - 
collective standing to sue.

I. Introducción

Este trabajo tiene por objeto analizar el remedio procesal ideado por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación (en adelante “CSJN”, “la Corte” o “el Tribunal”) al dictar sentencia definitiva en la causa 
“Mendoza, Beatriz y ots. c. Estando Nacional y ots. s/Daños y Perjuicios”, (1) así como también pre-
sentar algunas de las cuestiones que se generaron con motivo de la implementación de tal decisión 
durante los primeros tres años transcurridos a partir de su dictado.

El análisis está dividido en cuatro partes principales. En la Parte II describiré la problemática gene-
ral involucrada detrás de este proceso ambiental y los antecedentes de la causa que derivaron en el 
dictado del pronunciamiento del 8 de Julio de 2008 (en adelante “sentencia de fondo”). Como vere-
mos, en esta sentencia la CSJN resolvió sólo una parte de la pretensión planteada, más precisamente 

 (*) Jefe de Trabajos Prácticos de Derecho Procesal II, Cátedra III. Facultad de Cs. Jurídicas y Sociales. UNLP.

(1) CSJN, causa M.1569.XL.
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aquélla que se refiere a la prevención de mayores daños futuros y a la recomposición del medio am-
biente en cuanto bien colectivo vulnerado. El remedio estructural fue pensado exclusivamente para 
dar respuesta a esa porción de la pretensión actora, mientras que numerosas pretensiones conexas 
fueron derivadas a otros cauces procesales, o bien se encuentran aun pendientes de resolver en esta 
misma causa. El conflicto social detrás del caso y el alcance del problema, el deslinde entre las distin-
tas pretensiones, la definición de competencias para entender en tales asuntos y la intervención de 
terceros que pretendieron influir en el alcance de lo discutido son algunos de los puntos que serán 
considerados en esta parte del trabajo. La idea es poner el tema en contexto para lograr un mejor 
entendimiento de por qué y cómo la CSJN llegó a dictar la novedosa sentencia estructural en el año 
2008.

En la Parte III me detendré a explicar las principales características del remedio establecido por la 
CSJN para recomponer el medio ambiente y evitar mayores daños futuros. A tal fin, por un lado des-
cribiré los contornos del programa que fijó la Corte en dicho pronunciamiento para guiar las acciones 
de los Estados demandados; y por el otro analizaré los mecanismos de participación ciudadana allí 
incorporados con la finalidad de monitorear la ejecución del programa, así como también el rol asig-
nado al Defensor del Pueblo de la Nación y a la Auditoría General de la Nación. Asimismo, analizaré 
los alcances de la delegación que realizó la CSJN en un juez federal de primera instancia para llevar 
adelante la ejecución del mencionado programa. Debe tenerse en cuenta desde el inicio que este re-
medio estructural es algo completamente novedoso en el ordenamiento jurídico argentino. (2) 

En las Partes IV y V pasaré revista a los pronunciamientos interlocutorios de mayor relevancia dic-
tados con posterioridad a la sentencia de fondo para monitorear el proceso de ejecución y para resol-
ver distintos tipos de dificultades allí suscitadas. Entre los asuntos que provocaron la intervención 
de la CSJN pueden mencionarse: (i) la definición del grado de participación que debe asumir al 
Ministerio Público de la Nación en el trámite de ejecución de la sentencia; (ii) la responsabilidad 
personal de los funcionarios de turno frente al incumplimiento de las mandas contenidas en el 
programa; (iii) planteos de competencia de diversa naturaleza; (iv) problemas para deslindar ca-
nales recursivos, lo cual también derivó en planteos de competencia; y (v) falta de avance razonable 
en los objetivos trazados, lo que llevó a la propia CSJN a monitorear e impulsar de oficio la ejecución 
del programa. El análisis de estos pronunciamientos -más aun, podría decirse que su mismo dictado- 
demuestra el carácter flexible y en algún punto experimental de este tipo de remedios estructurales 
en la República Argentina. Asimismo, demuestra el compromiso asumido por la CSJN para enfrentar 
una problemática sumamente compleja que involucra en algún punto una participación directa (si 
bien limitada) del Poder Judicial en la marcha de la administración.

Una vez finalizadas las cuatro partes principales del trabajo, presentaré algunas conclusiones rela-
cionadas con el caso “Mendoza” y también una breve reflexión sobre la necesidad de avanzar en la 
discusión de marcos conceptuales y normativos adecuados para permitir el desarrollo de este tipo de 
remedios judiciales en el ordenamiento jurídico argentino.

II. Ubicándonos en el contexto

1. Algo de historia y de la problemática social detrás del caso

Además de ser el litigio estructural más complejo de la República Argentina, es importante tener 
en cuenta que “Mendoza” representa la judicialización de una problemática ambiental y social muy 
profunda que tiene sus más remotos antecedentes a comienzos del siglo XIX. Es por ello que, como 
bien señala Spirito, en el análisis del caso no puede dejarse de lado el carácter acumulativo de la con-
taminación de la región. En este sentido, dicho autor recuerda que en 1801 ya existían 31 saladeros 
ubicados sobre las márgenes del Riachuelo y que en 1871 los medios periodísticos describieron al 

(2) El único antecedente relevante en materia de litigio estructural está configurado por la causa “Verbitsky”, en 
la cual se discuten las condiciones de detención en la Provincia de Buenos Aires. Para mayor información ver el 
sitio web del Centro de Estudios Legales y Sociales.
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Riachuelo como un río “que no tiene ni el color ni el olor del agua, sino olor a putrefacción y sangre” 
(Spirito, 2010). Más aún, la cuestión ambiental que hoy se discute en el expediente fue también moti-
vo de planteos judiciales por aquel tiempo, aunque con distintos argumentos.

Lo que debe quedar en claro es que el problema de la contaminación en la zona, producto de la 
mencionada acumulación de contaminación a lo largo de numerosas décadas, es crítico y atraviesa 
horizontalmente diversas áreas de política pública. Sucede que, además del daño al medio ambiente 
(bien tutelado por la Constitución Nacional en su art. 41 desde la reforma de 1994), es posible advertir 
que el conflicto involucra cuestiones relacionadas con infraestructura sanitaria, salud, vivienda, tra-
bajo y navegabilidad, entre otras. Para poder tomar real dimensión del asunto vale la pena detenerse 
por un momento en algunos números.

La Cuenca Matanza-Riachuelo tiene 64 km. de largo y 35 km. de ancho, alcanzando una superficie 
total de aproximadamente 2.250 km. cuadrados. En esta región residen más de 5.000.000 de personas, 
lo cual representa aproximadamente un 13% de la población de toda la República Argentina. De ese 
número de personas, más de la mitad carecen de acceso a un sistema de cloacas, una tercera parte 
carece de acceso a agua potable, y 500.000 residen en asentamientos sumamente precarios sobre el 
margen del río. De acuerdo con relevamientos oficiales, hasta el 28 de febrero de 2011 se han empa-
dronado 19.727 industrias radicadas en la zona. (3) En lo que hace a la contaminación propiamente 
dicha, en el curso de agua se encontraron 8.500 toneladas de hierro, 67 barcos abandonados, 17 cascos 
de barcos hundidos, contaminantes químicos (tales como arsénico, cadmio, plomo, mercurio, cromo 
y cianuro) y contaminantes orgánicos (en particular, hidrocarburos aromáticos, DDT y coliformes).

Antes de abordar los alcances de la demanda y algunos de los antecedentes judiciales que deriva-
ron en el dictado de la sentencia de fondo, cabe señalar que existieron algunos intentos gubernamen-
tales para solucionar el problema. Tal vez el mejor ejemplo de tales intentos está configurado por la 
creación de “Comité Ejecutor del Plan de Gestión Ambiental y de Manejo de la Cuenca Hídrica Ma-
tanza Riachuelo” en el año 1995. Este Comité era un órgano integrado por representantes de los tres 
principales Estados que posteriormente fueran demandados en el caso “Mendoza” (Estado Nacional, 
Provincia de Buenos Aires y Ciudad Autónoma de Buenos Aires), y debía ocuparse de implementar 
el Plan de Gestión Ambiental y de Manejo de la Cuenca Hídrica Matanza-Riachuelo por entonces 
vigente, así como también de poner en marcha los esquemas institucionales allí establecidos para 
buscar respuestas a la problemática.

Dicho Comité, que fracasó rotundamente en su misión, puede considerarse como el antecedente 
directo de la Autoridad de Cuenca Matanza-Riachuelo (ACUMAR) creada por Ley N° 26.168. Como 
veremos, esta ley fue sancionada poco menos de 5 meses después del dictado de la primera sentencia 
en el caso “Mendoza”. Volveré sobre ella más adelante, detengámonos primero en algunas de las ca-
racterísticas salientes de este proceso judicial

2. Antecedentes relevantes de la causa previos al dictado de la sentencia de fondo (I): la decisión del 
20/06/06, las audiencias públicas celebradas en la CSJN y la intervención de la Universidad de Buenos 
Aires como experto

La demanda que inició la causa “Mendoza” fue promovida por un grupo de personas que vivía en la 
zona contaminada. El caso fue iniciado en instancia originaria de la CSJN contra el Estado Nacional, 
la Provincia de Buenos Aires, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y cuarenta y cuatro empresas 
radicadas en la zona. Con posterioridad a ello, como veremos, también fueron demandados 14 Muni-
cipios de la Provincia de Buenos Aires.

Entre los objetos perseguidos por la demanda se encontraban los siguientes: (i) reparación de los 
daños y perjuicios ambientales de tipo colectivo emergentes de la contaminación de la cuenca del 
río Matanza-Riachuelo; (ii) creación de un fondo público para reparar los daños individuales ho-
mogéneos ocasionados a las víctimas y llevar adelante acciones tendientes a modificar la situación; 

(3) Al 12 de mayo de 2011 el 60,97% de dicha base de datos había sido ya inspeccionado.
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(iii) obtención de una orden para que el Poder Ejecutivo Nacional reanude y continúe con la ejecu-
ción del Plan de Gestión Ambiental de Manejo de la Cuenca Hídrica Matanza-Riachuelo; (iv) imple-
mentación de medidas urgentes para atender la salud de la población ribereña de la cuenca; y (v) 
anotación de litis para impedir que las empresas demandadas se insolventen a fin de evitar enfrentar 
una eventual condena pecuniaria en su contra.

Al dictar la primera sentencia de la causa el 20/06/06, la CSJN formuló un distingo entre dos tipos 
de pretensiones incorporadas en la demanda. Pretensiones cuya acumulación en un mismo proceso 
consideró inadmisible. Así, la Corte abrió las puertas de su competencia originaria sólo respecto del 
“daño de incidencia colectiva” por ser el “único reglado y alcanzado” por la Ley General del Ambiente 
N° 25.675. Los derechos individuales de las personas afectadas, por el contrario, debían canalizarse 
ante los jueces correspondientes de acuerdo con el territorio y de conformidad con las normas del 
proceso individual.

Sentada esta distinción, la Corte puso de resalto numerosas deficiencias del escrito de demanda 
que, a su juicio, hacían que no hubiera información adecuada para obtener lo que buscaban los ac-
tores. (4) Con fundamento en esta falta de información, y asumiendo un rol activo pocas veces visto 
antes (si es que alguna vez), la Corte no rechazó la demanda sino que tomó una serie de importantes 
medidas instructorias y ordenatorias con el objeto de poder avanzar en la resolución del conflicto. 
Entre ellas se destacan las siguientes: (i) pedido de informes a las empresas demandadas sobre di-
versos aspectos relacionados con el caso; (5) (ii) requerimiento a los tres Estados demandados y al 
COFEMA (Consejo Federal de Medio Ambiente) para que presenten un plan integrado que contem-
ple diversas actividades orientadas a solucionar el conflicto; (6) (iii) citación a una audiencia pública 
para que las partes informen oralmente al Tribunal sobre dicho plan integrado; y (iv) concesión de 
una oportunidad para la parte actora a fin de mejorar su demanda mediante el aporte de la informa-
ción faltante, puesta de resalto en la propia sentencia.

Dos meses después del dictado de esta decisión, en fecha 30/08/06 la Corte dictó una nueva sentencia 
por medio de la cual resolvió diversos pedidos de intervención de terceros (tema que abordaré en el 
apartado siguiente) y dictó un reglamento ad hoc para la audiencia pública a desarrollarse. En primer 
lugar, dicho reglamento formula aclaraciones sobre el objeto de la audiencia. En este sentido, con res-
pecto a las empresas señala que la información que pretende obtenerse es aquella de carácter público 
relativa a las “medidas concretas de prevención y recomposición del daño ambiental colectivo”. (7) En lo 
que hace a los Estados demandados y al COFEMA, destacó que el objeto era una “sucinta exposición” 
del plan integrado que había ordenado elaborar y presentar. En segundo lugar, el Reglamento esta-
blece pautas de trámite tales como la necesidad de presentar la información en forma escrita con an-
terioridad a la audiencia, el orden de exposición y el modo en que serían distribuidos los tiempos de 

(4) Entre ellas, que tal escrito: (i) no contiene descripción precisa del nexo causal; (ii) no describe adecuadamente 
el grado de incapacidad ni la entidad de las lesiones sufridas por las personas afectadas; (iii) no ilustra al tribunal 
aspectos esenciales sobre la cuestión litigiosa; (iv) no se basa en estudios actualizados; (v) no aporta elemento 
alguno para sustentar la pretensión de crear el fondo reclamado; y (vi) no aporta elemento alguno que permita 
identificar el objeto de la obra que solicita se realice para indemnizar el daño moral colectivo.

(5) Punto IV de la parte resolutiva: “1. Líquidos que arrojan al río, su volumen, cantidad y descripción. 2. Si 
existen sistemas de tratamiento de los residuos. 3. Si tienen seguros contratados en los términos del art. 22 de la 
ley 25.675”.

(6) Según el punto V de la parte resolutiva el plan integrado debía contener: “1. Un ordenamiento ambiental 
del territorio. 2. El control sobre el desarrollo de las actividades antrópicas. 3. Estudio de impacto ambiental de las 
cuarenta y cuatro empresas involucradas, y si no los tuviera, los requerirá en forma inmediata. 4. Un programa de 
educación ambiental. 5. Un programa de información ambiental pública a todo el que la requiera, especialmente 
los ciudadanos del área territorial involucrada”.

(7) La Corte justificó la necesidad de esta aclaración en los siguientes términos: “En razón de que no está consti-
tuida la litis, al no haberse corrido traslado de la demanda, y para no afectar el derecho de defensa, la información 
que se solicita es la que resulta pública. De tal modo, el contenido de la audiencia será limitado a la exposición sobre 
temas de información pública concernientes a la contaminación del ambiente” (punto I.2 del Reglamento).
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las partes, la facultad del Tribunal de formular preguntas y pedir explicaciones, la cantidad de lugares 
disponibles para las partes en la sala donde habría de desarrollarse la audiencia, y la posibilidad de 
que asista al acto el periodismo.

Una segunda audiencia pública tuvo lugar el 20/02/07, esta vez con la exclusiva finalidad de que 
los tres Estados principales demandados informaran ante la CSJN sobre: (i) las medidas adoptadas 
y cumplidas hasta la fecha en materia de prevención, recomposición y auditoría ambiental; (ii) las 
atinentes a la evaluación de impacto ambiental respecto de las empresas demandadas; y (iii) las ac-
ciones llevadas a cabo con relación al sector industrial, poblacional y con la atención y prevención 
en materia de salud. En lo que hace al trámite de esta audiencia, la Corte utilizó el mismo reglamento 
establecido en la sentencia del 30/08/06.

Los resultados no fueron los esperados por el Tribunal. Ello puede inferirse del hecho que, tan sólo 
tres días después de celebrada dicha audiencia, la CSJN dictó un breve pronunciamiento en el cual 
señaló que estimaba apropiado “contar con elementos cognoscitivos de los que carece” para dictar sen-
tencia sobre el fondo del asunto. En razón de ello hizo uso nuevamente de sus facultades instructorias 
y ordenó la intervención de la Universidad de Buenos Aires (UBA) a fin de que informe al Tribunal 
sobre la factibilidad de diversos puntos del plan presentado por los demandados y realice las obser-
vaciones o recomendaciones que estime necesarias. No sólo eso, sino que -una vez presentado el 
informe por parte de la UBA- la Corte volvió a fijar una audiencia pública convocando a las partes y a 
los terceros intervinientes para que expresen las observaciones que estimaran conducentes tanto con 
respecto al Plan Integrado presentado por los demandados como en relación al informe de factibili-
dad presentado por dicha Universidad Nacional. Esta última audiencia fue uno de los hitos más rele-
vantes en la causa hasta el dictado de la sentencia de fondo. Sentencia en la cual, como veremos en el 
acápite III de este trabajo, la CSJN se refirió expresamente a la falta de aportes de ambas partes como 
el principal argumento para sostener su competencia a fin de dictar el Plan Integral de Saneamiento 
que actualmente se encuentra en plena ejecución.

3. Antecedentes relevantes de la causa previos al dictado de la sentencia de fondo (II): la intervención 
de terceros que pretendieron influir en el alcance de lo discutido

En fecha 24/08/06 la CSJN resolvió un pedido del Defensor del Pueblo de la Nación por medio del 
cual éste pretendía ampliar demanda contra catorce Municipios. La Corte rechazó tal pretensión por 
considerar que de otro modo se infringiría el “preciso alcance subjetivo” que los actores habían dado 
al caso. A pesar de la fuerte participación que el Tribunal había tenido en la gestión del proceso hasta 
ese momento, al resolver esta petición aquél sostuvo que la morigeración de ciertos principios vigen-
tes en el proceso civil tradicional y la flexibilización de las formas rituales en asuntos de esta natura-
leza no era fundamento suficiente para permitir la introducción de peticiones que exijan apartarse de 
“reglas procedimentales esenciales” y que -de ser admitidas- terminarían por convertir al proceso en 
una “actuación anárquica” que impediría el ejercicio de una tutela jurisdiccional adecuada. De este 
modo, la CSJN rechazó el pedido de ampliación de demanda pero reconoció al Defensor del Pueblo 
la posibilidad de participar en la discusión en carácter de tercero.

Una semana después, en fecha 30/08/06, la Corte rechazó otro planteo similar, esta vez formulado 
por siete asociaciones civiles que pretendían citar como terceros a los mismos catorce Municipios 
con respecto a los cuales el Defensor del Pueblo buscó ampliar demanda y al CEAMSE (Coordinación 
Ecológica Área Metropolitana Sociedad del Estado). Asimismo, estas asociaciones buscaban incor-
porar nuevas cuestiones al debate. Luego de analizar el estatuto de tales organizaciones para definir 
si estaban habilitadas para formular estos planteos, la Corte reconoció a cuatro de ellas la posibilidad 
de participar como terceros en la causa debido a que sus fines estatutarios guardaban necesaria vin-
culación con la pretensión ventilada en el expediente. (8)

(8) Fundación Ambiente y Recursos Naturales (FARN), Fundación Greenpeace Argentina, Asociación Civil 
Centro de Estudios Legales y Sociales (CELS) y Asociación Vecinos de la Boca (consid. 2º). Por falta de esa “ne-
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Para este momento, entonces, el caso contaba con la participación de catorce individuos afectados, 
el Defensor del Pueblo de la Nación y cuatro asociaciones civiles integrando el polo activo de la rela-
ción procesal, por un lado, y cuarenta y cuatro empresas, el Estado Nacional, la Provincia de Buenos 
Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires integrando el polo pasivo de la relación procesal, por el 
otro. Sin lugar a dudas, un proceso extremadamente complejo. Y fue esta complejidad la que llevó a la 
Corte a poner límites a nuevas intervenciones a través de la decisión del 20/03/07. En esta ocasión se 
trataba de otra asociación civil y setenta personas afectadas que buscaban participar como terceros 
en la causa. La Corte, por ajustada mayoría, aceptó la intervención de todos ellos pero aclaró que no 
permitiría ninguna más en el futuro por entender que los derechos de la parte actora se encontra-
ban suficientemente representados. La disidencia, por el contrario, propuso rechazar de plano las 
intervenciones solicitadas para evitar que el proceso continuara complejizándose y pudiera afectar la 
posibilidad de brindar una tutela efectiva para el caso.

Antes de continuar cabe destacar que finalmente los catorce municipios fueron incorporados al 
proceso como demandados, aunque para ello fue necesario que la parte actora originaria ampliara su 
demanda en los términos del art. 331 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.

4. Antecedentes relevantes de la causa previos al dictado de la sentencia de fondo (III): creación de la 
Autoridad de Cuenca Matanza-Riachuelo (ACUMAR)

Como fuera adelantado, la ACUMAR es un ente interjurisdiccional de derecho público creado poco 
menos de cinco meses después del dictado de la sentencia del 20/06/06. Fue establecido en el ámbito 
de la Secretaría de Ambiente y Desarrollo Sustentable de la Jefatura de Gabinete de Ministros de la 
Nación y está compuesto por ocho miembros: dos por la Provincia de Buenos Aires, dos por la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y tres por el Estado Nacional, además del titular de la mencionada Secre-
taría de Ambiente y Desarrollo Sustentable (quien además ejerce su presidencia).

De acuerdo con su ley de creación N° 26.168, la ACUMAR tiene por competencia regular, contro-
lar y fomentar actividades industriales, la prestación de servicios públicos y cualquier otra actividad 
con incidencia ambiental en la cuenca. Asimismo, se encuentra facultada a intervenir administrativa-
mente en materia de prevención, saneamiento, recomposición y utilización racional de los recursos 
naturales (art. 5º).

En otro orden, vale señalar que además de encontrarse autorizada para dictar sus reglamentos de 
organización interna y de operación, la ACUMAR cuenta con el apoyo de dos cuerpos creados por la 
misma Ley N° 26.168 en sus arts. 3º y 4º para operar dentro de su ámbito: (i) un Consejo Municipal, 
integrado por un representante de cada Municipio de las jurisdicciones comprendidas y que tiene 
por objeto cooperar, asistir y asesorar al ente; y (ii) una Comisión de Participación Social integrada 
por representantes de organizaciones del tercer sector con interés en el área y que tiene por objeto 
cumplir funciones consultivas. Por último, tenemos que la Ley N° 26.168 dispuso también la creación 
de un “Fondo de Compensación Ambiental” para ser administrado por la ACUMAR y destinado prio-
ritariamente “a la protección de los derechos humanos y a la prevención, mitigación y recomposición 
de los daños ambientales” (art. 9º).

Según veremos a continuación, la ACUMAR fue el ente condenado por la CSJN en la sentencia de 
fondo (sin perjuicio de la responsabilidad concurrente del Estado Nacional, la Provincia de Buenos 
Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires).

III. La sentencia de fondo y el remedio estructural

La sentencia de fondo resolvió el mérito de sólo una de las pretensiones promovidas por la parte 
actora. Más precisamente, de aquella que persigue como objeto la recomposición del ambiente y 
la prevención de nuevos daños en el futuro (esto es, la pretensión de objeto indivisible). Al hacerlo 

cesaria vinculación” fue rechazada de plano la intervención de Fundación Metropolitana, Fundación Ciudad y 
Poder Ciudadano.
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estableció una serie de cuestiones novedosas que serán presentadas y brevemente analizadas por 
separado a continuación.

1. Principales características de la sentencia de condena y contenido del programa de saneamiento

Por medio de esta sentencia la CSJN condenó a la ACUMAR, al Estado Nacional, la Ciudad de Bue-
nos Aires y la Provincia de Buenos Aires a tomar diversas medidas con la finalidad de recomponer el 
medio ambiente y evitar que se produzcan mayores daños en el futuro. (9) Según explicó la propia 
Corte, la condena y tales medidas son consideradas como parte de un “mandato de cumplimiento 
obligatorio para los demandados” cuyo contenido específico fue diagramado por el propio tribunal 
en uso de las atribuciones conferidas por la Constitución Nacional y la Ley General del Ambiente 
N° 25.675. Llama la atención que si bien la Corte invocó la Constitución Nacional y la Ley General 
del Ambiente como fundamento de su competencia para determinar el contenido del mandato, al 
mismo tiempo evitó citar artículo alguno de tales normas o especificar a qué principios o directrices 
políticas de las comprendidas en aquéllas estaba haciendo alusión. Tampoco se encuentra en la sen-
tencia algún tipo de cita doctrinaria o jurisprudencial (local o extranjera) que pueda ser de utilidad 
como fuente de referencia. No obstante, como se ha señalado desde la doctrina, es posible advertir 
que la estructura y el objeto de la decisión comulgan en gran medida con los contornos que adquie-
ren las structural injunctions en el sistema estadounidense (Verbic, 2008).

De acuerdo con lo que se desprende de la sentencia, la decisión de establecer el mandato en los 
términos que veremos a continuación encontró fundamento en la falta de aportes precisos de las 
partes con relación a las medidas que correspondía tomar para cumplir con lo pedido. (10) El conte-
nido de este mandato fue estrictamente delimitado por la Corte, quien se ocupó de subrayar que su 
sentencia “se orienta hacia el futuro” y se circunscribe a fijar “criterios generales” para cumplir con el 
objeto de la pretensión. En este punto puede advertirse una consciente autorrestricción de parte de 
la CSJN, quien puso de manifiesto expresamente la necesidad de evitar un avance indebido sobre la 
esfera de actuación de los otros poderes del Estado. Es por ello que el mandato obligatorio dejó en 
manos de los demandados la elección de las acciones concretas que fueran necesarias para cumplir 
los objetivos allí trazados.

Los criterios generales fijados por la Corte fueron precisados como integrantes de un “programa” 
que fue considerado como necesario para garantizar la eficacia en la implementación de la sentencia. 
Las principales características del contenido de dicho programa fueron resumidas por la CSJN en los 
siguientes términos: “un comportamiento definido con precisión técnica, la identificación de un sujeto 
obligado al cumplimiento, la existencia de índices objetivos que permitan el control periódico de sus 
resultados y una amplia participación en el control”. Entre los contenidos del programa detallados en 
el consid. 17° de la sentencia encontramos los siguientes:

(9) En el consid. 16° la Corte explica que “la autoridad obligada a la ejecución del programa, que asumirá las 
responsabilidades ante todo incumplimiento o demora en ejecutar los objetivos que se precisarán, es la Autoridad 
de Cuenca que contempla la ley 26.168. Ello, sin perjuicio de mantener intacta en cabeza del Estado Nacional, de 
la Provincia de Buenos Aires y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la responsabilidad que primariamente 
les corresponde en función del asentamiento territorial de la cuenca hídrica y de las obligaciones impuestas en 
materia ambiental por disposiciones específicas de la Constitución Nacional recordadas por esta Corte desde su 
primera intervención en el mentado pronunciamiento del 20 de junio de 2006, como así también de las normas 
superiores de carácter local del estado bonaerense y de la ciudad autónoma demandada”.

(10) “Con relación al plan integral para el saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo presentado por la parte 
demandada se han realizado audiencias y dictámenes que evidencian deficiencias que este Tribunal debe tener 
en cuenta. De todo ese proceso, descripto en los considerandos anteriores, surge que existen importantes dife-
rencias entre las distintas versiones presentadas, y que en muchos aspectos no hay una elaboración actualizada 
sino una reedición de documentos que existían con anterioridad y que datan de varios años. También han existido 
dificultades para conocer datos objetivos, públicos y mensurables sobre las distintas situaciones existentes, lo 
cual ha sido agravado por la dispersión de las fuentes de información y la falta de una terminología homogénea” 
(consid. 15).
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(i) Tres objetivos simultáneos a cumplir, consistentes en la mejora de calidad de vida de los habi-
tantes de la cuenca, la recomposición del ambiente en la cuenca en todos sus componentes (agua, 
aire y suelos), y la prevención de daños con suficiente y razonable grado de predicción. (11) 

(ii) La obligación de organizar un sistema de información pública digital vía internet “para el públi-
co en general”, que de modo concentrado, claro y accesible contenga todos los datos actualizados que 
habían sido solicitados en una resolución anterior. (12) 

(iii) En materia de contaminación de origen industrial, la obligación de realizar inspecciones en todas 
las empresas radicadas en la cuenca Matanza-Riachuelo, identificar aquellas que se consideren agen-
tes contaminantes, intimar a todas las empresas identificadas como agentes contaminantes para que 
presenten a la autoridad competente el correspondiente plan de tratamiento, considerar y resolver -por 
parte de la ACUMAR- la viabilidad de dichos planes de tratamiento, ordenar a las empresas que no ha-
yan obtenido aprobación de un plan el cese de su actividad contaminante, adoptar medidas de clausura 
o traslado, poner en conocimiento de las empresas las líneas de créditos existentes y disponibles a tales 
efectos, presentar en forma pública -actualizada trimestralmente- informes sobre el estado del agua y 
las napas subterráneas, además de la calidad del aire de la cuenca, presentar -también en forma públi-
ca, detallada y fundada- un proyecto de reconversión industrial y relocalización en el marco del Acta 
Acuerdo del Plan de acción conjunta para la adecuación ambiental del polo petroquímico de Dock Sud, 
y finalmente presentar en forma pública el estado de avance y estimación de plazos de las iniciativas 
previstas en un Convenio Marco suscripto para ser ejecutado en el contexto de la cuenca.

(iv) En materia de saneamiento de basurales, el deber de asegurar la ejecución de las medidas ne-
cesarias para impedir que se sigan volcando residuos en los basurales -legales o clandestinos- que 
serán cerrados, para implementar el programa de prevención de formación de nuevos basurales a 
cielo abierto presentado ante la Corte en el marco de la causa, para erradicar las habitaciones sobre 
los basurales e impedir la instalación de nuevas. Asimismo, debe ordenar la erradicación, limpieza y 
cierre de todos los basurales ilegales relevados por la ACUMAR, y concretar el plan de Gestión Inte-
gral de los Residuos Sólidos Urbanos (GIRSU) presentado ante la Corte.

(v) Con relación a la limpieza de márgenes de río, la obligación de informar “en forma pública, de 
modo detallado y fundado” sobre la finalización de la etapa de desratización, limpieza y desmalezado 
de cuatro sectores específicos que habían sido individualizados en el plan presentado por los deman-
dados, así como también sobre el avance de las obras públicas para transformar la ribera en un área 
parquizada.

(vi) En lo que hace a las tareas de expansión del servicio de agua potable, desagües pluviales y 
saneamiento cloacal, establece la obligación de informar sobre el plan de ampliación de las obras 
de captación, tratamiento y distribución a cargo de AySA (Aguas y Saneamientos Argentinos) y del 
Ente Nacional de Obras Hídricas de Saneamiento (Enohsa), así como también sobre el plan de obras 
respecto de las últimos dos cuestiones.

(vii) Por último, el programa contiene un mandato dirigido a establecer un plan sanitario de emer-
gencia habida cuenta el incumplimiento de diversos informes que fueran solicitados en el curso del 
proceso. En particular, se exigió la realización de un mapa sociodemográfico y encuestas de factores 
ambientales de riesgo a los efectos de determinar la población en situación de riesgo, elaborar un 
diagnóstico de base para deslindar enfermedades provocadas por la contaminación y aquellas que 
no lo son, elaborar un sistema de registro y base de datos de acceso público que incluya las patologías 

(11) Para medir el nivel de cumplimiento de esos objetivos la Corte indicó que la ACUMAR “deberá adoptar 
alguno de los sistemas internacionales de medición que se encuentran disponibles e informar al tribunal compe-
tente para la ejecución de esta sentencia en un plazo de 90 (noventa) días hábiles”. Asimismo, estableció que “el 
incumplimiento de la orden dentro del plazo establecido, importará la aplicación de una multa diaria a cargo del 
presidente de la Autoridad de Cuenca”.

(12) Sentencia del 22/08/2007.
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detectadas en la Cuenca. Asimismo, la Corte solicitó especificar las medidas de vigilancia epidemio-
lógicas adoptadas en la zona de emergencia.

Antes de seguir adelante vale señalar dos cuestiones. La primera es que todas estas medidas fueron 
dispuestas para ser cumplidas en plazos que varían entre los 30 días y 1 año. Más allá de la urgencia en 
solucionar el asunto, especialmente debido al riesgo a la salud que enfrentan las personas que viven 
en la zona afectada, el paso del tiempo demostró que tales plazos eran abiertamente inadecuados a la 
luz de la complejidad de la problemática de fondo y de la realidad burocrática de los Estados conde-
nados. De hecho, esta complejidad fue la que llevó a la presentación y posterior reformulación de un 
plan de saneamiento que es el que actualmente gobierna las tareas desarrolladas por los demanda-
dos para cumplir con la manda de la CSJN.

La segunda cuestión es que la intimación al cumplimiento de todas esas medidas fue dispuesta por 
la CSJN bajo un apercibimiento bastante particular: una multa diaria en cabeza del presidente de la 
ACUMAR. Esto es, bajo responsabilidad personal de dicho funcionario (según veremos más adelan-
te, esta medida de coerción dio lugar a uno de los primeros planteos que la Corte debió resolver con 
posterioridad al dictado de la sentencia).

2. Delegación de la ejecución en el Juzgado Federal de Quilmes

La Corte delegó el proceso de ejecución de sentencia en el Juzgado Federal de Primera Instancia de 
Quilmes, a quien también facultó para fijar el valor de las multas diarias derivadas del incumplimiento 
del programa. Esta delegación configura uno de los aspectos más novedosos del fallo. Según se despren-
de de la sentencia, las razones que llevaron a la Corte a tomar esta decisión fueron tres: (i) las dificultades 
e incidencias procesales que con seguridad se presentarían durante el cumplimiento de las numerosas 
mandas contenidas en el programa; (ii) la necesidad de mantener la racionalidad de la agenda de casos 
que debe manejar; y (iii) la búsqueda de un mayor grado de inmediación entre la magistratura y las par-
tes. La CSJN también se refirió en su sentencia a la importancia de evitar intromisiones e interferencias 
que impidan el cumplimiento del mandato, e invistió al mencionado Juzgado de Primera Instancia con 
la competencia exclusiva para intervenir en la revisión judicial de las decisiones de la ACUMAR. Esta 
última medida fue tomada con la finalidad de procurar uniformidad y consistencia en la interpretación 
de las cuestiones que pudieran suscitarse en el trámite de la ejecución.

Este aspecto de la decisión encuentra algunos antecedentes en el derecho comparado, especial-
mente en los tribunales estadounidenses donde podemos encontrar a los denominados “oficiales de 
la Corte”(officers of the Court). Tales funcionarios tienen por misión llevar adelante o controlar perso-
nalmente las tareas que sean necesarias para cumplir con lo dispuesto en la sentencia (Taruffo, 1988). 
Operan bajo la dirección de la Corte y a ella deben acudir tanto para rendir cuentas de su actuación 
como para obtener la remoción de cualquier obstáculo que encuentren en el cumplimiento de su 
cometido y que exceda los poderes que le fueran otorgados para actuar (Taruffo, 1990). Si bien se trata 
de un recurso de carácter excepcional, la utilización de estos auxiliares apareja importantes ventajas 
para los magistrados ya que -sin perder el poder de dirección y control sobre el asunto- impide que 
su tarea cotidiana resulte absorbida por la gestión que exige el cumplimiento de la decisión (Verbic, 
2007:361). Tan es así que algunos han considerado la designación de este tipo de funcionarios como 
un verdadero mecanismo para “crear tiempo judicial” (Brazil-Hazard, 1983). Si bien la figura nació 
como una creación jurisprudencial, en la actualidad cuenta con una regulación bastante detallada 
en la Regla 53 de procedimiento federal, reformada en el año 2003. Antes de la sanción de las Federal 
Rules of Civil Procedure en el año 1938, las cortes federales estaban ya facultadas para designar special 
masters y definir sus deberes para el caso (Ferleger, 2004).

3. Mecanismos de control y participación ciudadana en el procedimiento de ejecución. Rol de la Au-
ditoría General y del Defensor del Pueblo de la Nación

La CSJN estableció un sistema de monitoreo y control sobre la ejecución de la sentencia, el cual 
es ejercido con una fuerte participación de organizaciones no gubernamentales. Por un lado, el tri-
bunal designó a la Auditoría General de la Nación como encargada de controlar específicamente la 
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asignación de fondos y la ejecución presupuestaria de todo lo que tenga relación con el programa. 
Asimismo, autorizó al juez de la ejecución para presentar ante dicho organismo de control cualquier 
cuestionamiento que estime necesario con relación al control presupuestario y a su ejecución.

Por otro lado, y esta vez con el declarado objetivo de fortalecer la participación ciudadana en esta 
causa judicial, la Corte designó al Defensor del Pueblo de la Nación como coordinador de un cuerpo 
colegiado a conformarse con las distintas organizaciones no gubernamentales que estaban por en-
tonces ya presentadas en la causa (sobre cómo fueron incorporadas al proceso me remito a lo expli-
cado en la parte II de este trabajo). Este cuerpo colegiado tiene por objeto: (i) recoger sugerencias de 
la ciudadanía y darles el trámite adecuado; (ii) recibir información; y (iii) formular planteos concretos 
ante la ACUMAR para el mejor logro de los objetivos trazados en el programa.

Cabe destacar que el Defensor del Pueblo ya estaba para ese entonces muy involucrado con el proble-
ma de fondo que se discute en el proceso debido a anteriores actividades relacionadas con el caso. (13) 
En cumplimiento de la manda judicial, esta figura creó el Cuerpo Colegiado y aprobó su reglamento 
interno de funcionamiento por medio de la Resolución N° 100/08.

Este mecanismo de participación configura sin lugar a dudas otra de las novedades más interesan-
tes de la sentencia. Además, cobra particular importancia en cuanto extiende al campo judicial un 
derecho ya reconocido a los ciudadanos por la Ley General del Ambiente N° 25.675, aunque exclusi-
vamente para participar en sede administrativa. (14) Procesos colectivos como el que dio lugar a la 
sentencia de fondo generan un espacio de resonancia social propicio para el desarrollo de la parti-
cipación ciudadana en la toma de decisiones (Marinoni, 2003) (15). Teniendo esto presente, puede 
sostenerse que la participación del tercer sector en la forma descripta ha provocado lo que Berizonce 
dio en denominar una “saludable oxigenación” del proceso judicial (Berizonce, 1988).

IV. Ejecución de la sentencia (i): cuestiones de competencia, asignaciones presupuestarias y 
responsabilidad personal de los funcionarios actuantes

Como adelanté en la introducción de este trabajo, con posterioridad a la sentencia de fondo la CSJN 
dictó una serie de pronunciamientos interlocutorios para resolver distintos tipos de dificultades en-
contradas en el trámite de ejecución.

1. Alcance de la intervención del Ministerio Público Fiscal

Dos meses después del dictado de la sentencia de fondo surgió una de las primeras cuestiones de 
relevancia a resolver. El Procurador General de la Nación dirigió una comunicación a la CSJN con dos 

(13) Al ya mencionado “Informe Especial sobre la Cuenca Matanza-Riachuelo”, 2003 deben sumarse las diversas 
recomendaciones formuladas por el Defensor del Pueblo que tuvieron origen en dicho informe. Entre las más im-
portantes se cuentan las contenidas en las resoluciones N° 31/2003, 112/2003, 43/2006, 44/2006, 46/2006, 47/2006 
y 48/2006. Asimismo, el Defensor del Pueblo coordinó un segundo informe especial sobre el tema denominado 
“Informe Especial de Seguimiento Cuenca Matanza-Riachuelo”, también disponible online.

(14) En su parte pertinente la Ley General del Ambiente N° 25.675 establece lo siguiente: “ARTÍCULO 19. Toda 
persona tiene derecho a ser consultada y a opinar en procedimientos administrativos que se relacionen con la pre-
servación y protección del ambiente, que sean de incidencia general o particular, y de alcance general”. “ARTÍCULO 
20. Las autoridades deberán institucionalizar procedimientos de consultas o audiencias públicas como instancias 
obligatorias para la autorización de aquellas actividades que puedan generar efectos negativos y significativos sobre 
el ambiente. La opinión u objeción de los participantes no será vinculante para las autoridades convocantes; pero 
en caso de que éstas presenten opinión contraria a los resultados alcanzados en la audiencia o consulta pública 
deberán fundamentarla y hacerla pública”. “ARTÍCULO 21. La participación ciudadana deberá asegurarse, princi-
palmente, en los procedimientos de evaluación de impacto ambiental y en los planes y programas de ordenamiento 
ambiental del territorio, en particular, en las etapas de planificación y evaluación de resultados”.

(15) Esta característica de los procesos colectivos no es exclusiva de aquellos que versan sobre materia ambiental. 
En este sentido creo que el mejor ejemplo -y uno de los antecedentes más relevantes en la jurisprudencia argentina 
en materia de reforma estructural- puede verse en el caso “Verbitsky”, donde se discute sobre las condiciones del 
sistema penitenciario de la Provincia de Buenos Aires.



277

ANALES Nº 43 - Facultad de Cs. Jurídicas y Sociales. U.n.l.p. 2013

Francisco Verbic 

objetivos. En primer lugar, destacar que no se le había otorgado participación con carácter previo al 
dictado de la sentencia. Esta participación, a su modo de ver, era obligatoria para preservar las funcio-
nes y competencias que le otorga la Constitución Nacional (art. 120). En segundo lugar, el Procurador 
solicitó a la CSJN que haga saber al juez federal de Quilmes la improcedencia de su participación en 
el trámite de la ejecución de la sentencia (pedido que se disparó con motivo de una citación cursada 
al Procurador por dicho juez federal para que participara en una audiencia).

Con respecto al primer cuestionamiento, que de alguna manera hubiera puesto en tela de juicio 
la legitimidad de la decisión en cuanto acto procesal válido, la CSJN señaló que éste contó con “la 
participación que corresponde con arreglo a los textos normativos aplicables y a la actuación que vo-
luntariamente tomó dicho órgano”. Ello así toda vez que no se presentaba en el proceso planteo de 
inconstitucionalidad alguno, ni se habían introducido cuestiones relativas a la distribución de com-
petencias entre el Estado Nacional y los estados locales. Por el contrario, el tribunal enfatizó que el 
asunto versaba sobre cuestiones de hecho y sobre “la definición de mandatos prestacionales y reglas 
para la actuación procesal ulterior”. Este tipo de cuestiones, como bien sostuvo la Corte, no requie-
ren dictamen previo del Ministerio Público Fiscal con arreglo a las atribuciones reconocidas a dicho 
órgano en el art. 33 inc. “a”, de la Ley N° 24.946. Asimismo, la CSJN recordó que el Ministerio Público 
Fiscal cuenta con importantes atribuciones para intervenir en causas relacionadas con la prevención 
y remediación del medio ambiente, encontrándose autorizado a intervenir como parte en dichos pro-
cesos de acuerdo con lo dispuesto por el art. 41, inc. “a”, de la Ley N° 24.946. Facultad de participar que 
el Procurador no ejerció en el caso “a pesar de haber sido notificado del trámite conferido a este asunto 
y de la excepcional difusión pública con que contó este proceso”.

En lo que se refiere a los alcances de la intervención que cabe al Ministerio Público en el trámite de 
ejecución de la sentencia, la CSJN sostuvo lacónicamente que su participación “está reglada por los 
supuestos que contemplan los arts. 25, 39 y 41 de la ley 24.946 y, que de corresponder, la intervención 
será otorgada al representante que corresponda por razón del grado, materia y territorio”.

2. Responsabilidad personal de los funcionarios actuantes

Un segundo obstáculo a sortear para avanzar con la ejecución fue planteado por quien ocupaba 
por entonces el cargo de Secretaria de Ambiente y Desarrollo Sustentable, órgano de la administra-
ción pública nacional con responsabilidad primaria en materia ambiental. Vale recordar aquí que, 
tal como fuera señalado en la Parte II de este trabajo, de acuerdo con la estructura de la ACUMAR el 
Secretario de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable es -al mismo tiempo- Presidente de la Auto-
ridad de Cuenca. En este último carácter, la funcionaria solicitó a la CSJN una aclaratoria de diversos 
aspectos de la sentencia de fondo. Entre ellos se encontraba el alcance de la responsabilidad que fue 
fijada personalmente en su cabeza.

En fecha 12/8/8 la CSJN rechazó de plano el planteo al señalar que la decisión era “suficientemente 
clara” y no había incurrido en errores materiales u omisiones que pudieran dar lugar a una nueva 
intervención de su parte (arts. 36, inc. 6°, y 166, inc. 2° CPCCN). Asimismo, destacó que el planteo 
también era inadmisible por cuanto pretendía revisar la sustancia de la decisión sobre la responsabi-
lidad asignada a la Presidenta de la Autoridad de Cuenca.

3. Cuestiones de competencia (I)

Ya en el mes de abril de 2009, la CSJN rechazó una cuestión de competencia promovida por el 
juez federal de Quilmes con motivo de una denuncia realizada ante sus estrados. La decisión de la 
CSJN no permite vislumbrar cuál era el contenido de dicha denuncia. Sin perjuicio de ello, en esta 
breve sentencia interlocutoria la CSJN no sólo señaló que no existía un “adecuado planteamiento de 
la cuestión de competencia”, sino que también sostuvo que no se observaban razones “en los términos 
del art. 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58 y del pronunciamiento dictado el ocho de julio de 2008” que 
“justifiquen la intervención que se promueve”. De este modo el tribunal confirmó que las previsiones 
contenidas en la sentencia de fondo relativas a asignación de competencias entre órganos judiciales 
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serían consideradas, en el exclusivo marco de este proceso, como fuente de derecho al mismo nivel 
que las disposiciones reglamentarias ordinarias.

4. Cuestiones de competencia (II)

En el marco de la misma denuncia que originó el planteo resuelto por sentencia del 28/04/09, la 
CSJN debió tratar nuevamente un planteo de incompetencia promovido por los sujetos involucrados 
en dicho expediente. En esta oportunidad el juez federal de Quilmes remitió al tribunal la totalidad de 
las actuaciones y, una vez más, la CSJN resolvió en fecha 11/06/09 y por mayoría que no correspondía 
su intervención ya que “no se presenta la situación especialmente contemplada en el considerando 21 
del pronunciamiento dictado el ocho de julio de 2008” ni cualquier otra de las que “con carácter general 
el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58 somete a conocimiento del Tribunal”.

De este modo, el pronunciamiento ratifica el criterio sentado en la decisión del 28/04/09. Más aún, 
en el voto de los Dres. Lorenzetti y Fayt pueden encontrarse algunas precisiones que sirven de guía 
respecto del tema en discusión. Dichos ministros señalaron que la competencia asignada al Juzgado 
Federal de Quilmes a raíz de lo decidido por la CSJN en la sentencia de fondo (consid. 20° y 21°) en 
principio corresponde, por razones de conexidad, a los delitos de naturaleza ambiental que afecten 
tierra, agua y aire del territorio de la cuenca, así como también a aquellos en que los hechos demues-
tren un alzamiento, desobediencia o resistencia a cumplir las órdenes que la propia Corte fijara en el 
pronunciamiento de fondo. (16) 

5. Asignaciones presupuestarias: el pedido del juez de la ejecución

Poco antes de cumplirse un año del dictado del pronunciamiento de fondo, en fecha 07/07/09 el 
Juez de Primera Instancia a cargo de la ejecución dictó una sentencia en la cual -entre otras cosas- or-
denó a las áreas de economía de los Estados que componen la ACUMAR (recordemos, Estado Nacio-
nal, Provincia de Buenos Aires, Ciudad de Buenos Aires) que aseguren los fondos necesarios para el 
efectivo cumplimiento de las mandas allí contenidas. (17) Contra dicho pronunciamiento se interpu-
so un recurso extraordinario federal por parte de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, por medio del 
cual se pretendía revocar tal pronunciamiento a fin de que fuera sólo el Estado Nacional quien pro-
veyera recursos para integrar el fondo de compensación ambiental previsto en el art. 9° inciso e) de la 
Ley N° 26.168 (ley de creación de la ACUMAR). El recurso fue rechazado por medio de la decisión de 
fecha 07/08/2009. En esta sentencia el juez federal de Quilmes recordó que, según lo dispuesto por 
la citada norma, entre los recursos que conforman el fondo se cuentan “otros recursos que le asigne el 
Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires y el gobierno la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. En 
virtud de ello, según la sentencia “no caben dudas” que la composición económica de dicho Fondo 
no incluye sólo asignaciones presupuestarias del Estado Nacional.

Más allá de la claridad de los fundamentos que sostienen el rechazo del recurso interpuesto, esta 
decisión contiene algunas precisiones que van en línea con las directrices fundamentales que sub-
yacen en el pronunciamiento de fondo. Entre ellas vale destacar la mención de que en materia am-
biental “se hace imprescindible enfocar las disposiciones de la ejecución de la sentencia en la eficacia 
del procedimiento ejecutorio, para lo cual, la actuación pro activa de los Jueces en casos ambientales 
se hace absolutamente necesaria”. En la misma línea, el juez sostuvo que su actuación en esta etapa 

(16) La disidencia de Highton de Nolasco, mientras tanto, consideró que correspondía tener por configurada 
la cuestión de competencia y tomar intervención en el pedido. Ello así por tratarse de “una situación que podría 
resultar frustratoria de lo decidido por esta Corte en la sentencia dictada en esta causa” en virtud del “grave riesgo 
institucional comprometido” en la denuncia que originó el planteo.

(17) El Punto VII de la parte resolutiva dispone “Hacer saber a las carteras económicas del Estado Nacional, 
Provincia de Buenos Aires y Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que deberán asegurar los fondos necesarios para 
cumplimiento de los objetivos del fallo en ejecución, en especial para dotar de los recursos humanos y materiales 
a los distintos componentes internos de la Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo (ACUMAR) -principalmente 
los relacionados con el control industrial y la salud pública-, conforme lo esbozado en el Considerando 27° de la 
presente resolución”.
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de ejecución “debe manejarse con criterios de previsibilidad y de conformidad con los postulados ema-
nados por los principios generales de la Ley General del Ambiente N° 26.675”. (18) Esta premisa puede 
verse reflejada en cómo la decisión subraya la importancia de resolver el asunto en discusión ya que 
“en corto tiempo los poderes legislativos de los Estados intervinientes, someterán a votación el presu-
puesto anual para el año 2010”.

Por último, vale la pena destacar que el juez mantuvo una adecuada prudencia para no inmiscuirse 
en competencias que son propias del poder ejecutivo de cada uno de los Estados involucrados. En tal 
sentido, para rechazar la tacha de arbitrariedad invocada en el recurso extraordinario el magistrado 
sostuvo que estaba ordenando a la administración que cumpla un objetivo (aseguramiento de los 
fondos) sin decirle cómo “ya que los medios para hacerlo son ajenos al pronunciamiento jurisdiccio-
nal”. Asimismo, destacó que no había lugar para dudas en cuanto a que la decisión impugnada respe-
taba “absolutamente la frontera constitucional, sin avanzar en la definición de los procedimientos”.

6. Cuestiones de competencia (III). Resolución de las divergencias interpretativas con carácter general

Ya hacia fines del año 2009, más precisamente el 10/11/09, la CSJN volvió a dictar un pronun-
ciamiento de tipo ordenatorio en el marco de la causa. La razón que motivó la intervención del tri-
bunal en esta oportunidad fueron las “divergencias interpretativas” que se habían generado para en-
tonces entre tribunales de distinta naturaleza, sede y grado acerca del alcance de las reglas recursivas 
y de competencia establecidas en la sentencia de fondo. Tales divergencias eran evidentes a la luz 
del gran número de jueces federales y provinciales que habían elevado a la CSJN expedientes en los 
cuales: (i) se tomaron decisiones inhibitorias en materia de competencia; o (ii) se consultaba direc-
tamente a dicho tribunal acerca de las diversas vías procesales que deben transitar los planteos y 
peticiones acumuladas en el proceso. Con la finalidad declarada de evitar el planteo de conflictos de 
competencia “que comprometen directamente la pronta terminación de los procesos”, la CSJN tomó 
intervención con el declarado objetivo de definir cuestiones concernientes a la competencia reglada 
en el pronunciamiento de fondo.

En primer lugar, la CSJN recordó que, en materia no penal, las cuestiones sometidas a competen-
cia del Juzgado Federal de Quilmes pueden agruparse en tres categorías, a saber: (i) cuestiones re-
lacionadas con la ejecución de la sentencia, específicamente con el cumplimiento de los mandatos 
referidos a la prevención y recomposición del medio ambiente que fueron incluidos en el programa 
diagramado en el pronunciamiento de fondo; (ii) planteos promovidos con el objeto de obtener la 
revisión judicial de las decisiones tomadas por la ACUMAR; y (iii) litigios relativos a la ejecución del 
plan, por acumulación; y, por radicación, aquellas acciones colectivas que tengan por objeto una 
controversia sobre el mismo bien jurídico (aun cuando el actor y la causa petendi sean diferentes, tal 
como sostuviera en el pronunciamiento de fondo). La Corte señaló que las dos primeras categorías no 
dieron lugar a grandes complicaciones, mientras que la tercera es la que generó las interpretaciones 
divergentes que justificaron esta nueva intervención.

En pos de solucionar la situación planteada, la CSJN aclaró que la litispendencia declarada en la sen-
tencia de fondo, con la consecuente radicación de las causas ante el Juzgado Federal de Quilmes, está 
“rigurosamente limitada” a aquellos procesos en que el bien jurídico ambiental comprometido es de 
naturaleza colectiva. Según el tribunal, tales procesos son únicamente aquellos en que “los derechos 
cuya tutela se persigue corresponden a un bien que pertenece a la esfera social y transindividual”. (19) 

(18) Entre ellos la sentencia menciona los siguientes: “congruencia, prevención, precaución, equidad interge-
neracional, progresividad, responsabilidad, subsidiaridad, sustentabilidad, solidaridad y cooperación”.

(19) Esta litispendencia, precisó el tribunal, “alcanzará inclusive a las cuestiones que, pese a haber sido introduci-
das —por vía de pretensiones accesorias, cautelares, de medidas informativas o probatorias de carácter preliminar, 
o bajo cualquier otro nomen juris— en procesos que por su objeto principal quedan excluidos de su radicación 
ante el juzgado de Quilmes, exhiben un contenido que está —expresa o virtualmente— comprendido dentro de 
los mandatos impuestos a la autoridad de cuenca en la mencionada sentencia del 8 de julio, y cuya ejecución fue 
encomendada al juzgado indicado”. En estos casos “la causa continuará tramitando ante el tribunal competente 
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Por el contrario, la Corte sostuvo que cuando la lesión a bienes de incidencia colectiva tuviera reper-
cusión sobre el patrimonio individual hay una diferencia sustancial: aun existiendo una causa fáctica 
y normativa homogénea, se pretende la satisfacción de intereses individuales cuyo ejercicio singular 
se encuentra suficientemente justificado. Esta segunda clase de asuntos (con relación a los cuales la 
CSJN se declaró incompetente en la sentencia del 20/06/06, según vimos), se encuentra excluida de 
la declaración de litispendencia y, por tanto, de su radicación ante el Juzgado Federal de Quilmes. 
En la misma línea de lo sostenido por el propio tribunal en su sentencia del 20/06/06, se señaló en 
esta oportunidad que tales asuntos individuales homogéneos deben tramitar ante el órgano judicial 
que resulte competente según las reglas generales ya que las peticiones relacionadas con la tutela de 
derechos individuales está “inequívocamente excluida de la competencia atribuida al Juzgado Federal 
de Quilmes”.

En lo que respecta al régimen recursivo establecido en el pronunciamiento de fondo, la CSJN su-
brayó que la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la Ley N° 48 sólo corresponde para 
revisar las decisiones dictadas por el Juzgado Federal de Quilmes “en el marco exclusivo” de las causas 
comprendidas dentro de las dos primeras categorías señaladas más arriba. Por el contrario, cuando 
se trata de procesos acumulados o radicados ante dicho Juzgado con causa en las reglas de litispen-
dencia (tercera categoría), el juez debe otorgar a la causa el trámite que correspondiese con arreglo 
a las normas procesales en vigencia para la clase de actuación de que se trate. La CSJN aclaró expre-
samente que entre tales normas procesales queda comprendido el régimen ordinario de recursos 
vigente según el tipo de proceso que se asignare al caso (cautelar, amparo, sumarísimo, ordinario).

Por último, el tribunal estableció que todos los conflictos y cuestiones de competencia que se sus-
citen entre órganos judiciales con motivo de la intervención asumida por el Juzgado Federal de Quil-
mes en cuestiones no penales serán decididos “en todos los casos por esta Corte”. De este modo, la 
CSJN desplaza “para este proceso genuinamente de excepción” la regla que habilita tal intervención 
del máximo tribunal en procesos ordinarios sólo cuando los órganos en disputa carecen de un su-
perior jerárquico común (Decreto-Ley 1285/58, art. 24, inc. 7). El objetivo perseguido por esta nueva 
regla procesal establecida por la Corte es “facilitar la pronta y fundada decisión” de las cuestiones. De 
acuerdo con la parte resolutiva de esta decisión, tanto el régimen de litispendencia como el régimen 
recursivo establecidos por la sentencia de fondo deben considerarse integrados por las precisiones 
vertidas en esta oportunidad.

V. Ejecución de la sentencia (ii): monitoreo de la ejecución e impulso de oficio por la CSJN ante 
la falta de avances adecuados

1. La solicitud de un informe circunstanciado

En un nuevo pronunciamiento dictado en fecha 06/04/2010, y luego de recordar los alcances de la 
sentencia de fondo, (20) la CSJN ordenó a la ACUMAR y a los tres Estados condenados presentar en 
forma conjunta un informe circunstanciado que diera cuenta del “íntegro y fiel cumplimiento de todos 

(federal o provincial), con la única exclusión de la reclamación o medida que guarda conexidad en los términos 
señalados con la causa “Mendoza” y que, por ende, interfiere en la jurisdicción federal de naturaleza originaria 
delegada por esta Corte en el juzgado de Quilmes, para ejecutar el fallo del 8 de julio de 2008”.

(20) A fin de lograr la más alta eficacia en la implementación del programa, el Tribunal identificó al sujeto 
pasivo directamente responsable de cumplir con las obligaciones impuestas; fijó, con especial énfasis, compor-
tamientos definidos con precisión técnica; estableció plazos; autorizó la aplicación de sanciones; predeterminó 
índices objetivos que permitiesen el control periódico de sus resultados; habilitó la participación ciudadana 
como mecanismo de control bajo la intervención del Defensor del Pueblo de la Nación y de las organizaciones 
no gubernamentales interesadas en la tutela del ambiente; encomendó el control presupuestario del programa a 
una autoridad federal autónoma y, con el objeto de preservar el más riguroso control de los mandatos impuestos 
y de favorecer la necesaria inmediatez que una decisión de esta naturaleza aconsejaba para favorecer su mejor 
cumplimiento, decidió apartarse de un procedimiento que, por su naturaleza, correspondía a su competencia y 
poner en manos de un juez federal de primera instancia las ingentes atribuciones que conciernen al trámite de 
ejecución de la sentencia dictada.
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los mandatos impuestos en la sentencia del 8 de julio de 2008 con respecto a cada uno de los objetivos y 
resultados establecidos”. Esta manda judicial, aclaró la Corte, fue dispuesta en mérito al tiempo trans-
currido desde el dictado de la sentencia de fondo y “sin perjuicio del conocimiento con que cuenta el 
Tribunal a raíz de los numerosos y exhaustivos informes que ha enviado a esta sede el Juzgado Federal 
de Quilmes sobre la actuación cumplida en el marco de la ejecución encomendada”.

En cuanto al contenido, dicho informe debía señalar el grado de avance alcanzado hasta el 
31/03/2010 con relación a cada uno de los objetivos y resultados establecidos en el Programa. En 
cuanto a las formas, la Corte impuso condiciones para el cumplimiento de lo ordenado: el informe 
debía ser presentado con una copia en formato digital, con un análisis separado con respecto a cada 
uno de los objetivos, y “en forma sinóptica, con rigurosa precisión y mediante la utilización de pautas 
cuantitativas”. El plazo acordado a los demandados para cumplir fue de 15 días.

El informe fue presentado por los demandados, pero sin cumplirse con las pautas formales y de 
contenido indicadas. Es por ello que el 26/05/10 la CJSN intimó a la ACUMAR y a los tres Estados para 
que en 3 días cumplieran con lo requerido. Según la Corte, la presentación efectuada no daba “ade-
cuada respuesta al informe requerido” pues no establecía las pautas cuantitativas exigidas ni el grado 
en que han sido alcanzados respecto de todos los objetivos y resultados. Esta intervención puede ver-
se como una nueva muestra de que, a pesar de la delegación, la Corte mantiene bajo su órbita fuertes 
facultades para instar la ejecución del fallo.

2. Nuevas directrices para el juez de la ejecución y énfasis en la responsabilidad personal de los fun-
cionarios actuantes

En fecha 10/08/2010 (esto es, transcurridos dos años desde el dictado del pronunciamiento de fon-
do), la CSJN volvió a intervenir en el asunto señalando que “a pesar de los continuos requerimientos 
efectuados por el juez delegado” se advertían por entonces diversos incumplimientos no justificados. 
En razón de ello, en líneas generales la Corte encomendó al juez federal de Quilmes que “adopte las 
medidas necesarias para el inmediato y eficaz cumplimiento de la sentencia”. Además, específicamen-
te le solicitó que “en forma inmediata y bajo apercibimiento de las sanciones ya previstas para el caso 
de incumplimiento” ordene a la ACUMAR, al Defensor del Pueblo de la Nación y a la Auditoría Ge-
neral de la Nación el cumplimiento de ciertas mandas y la presentación de informes y explicaciones 
relacionadas con el grado de avance del programa. (21) Todas estas medidas, subrayó la Corte, deben 
ser puestas en ejercicio por del juez federal de Quilmes, quien se encuentra “investido por esta Corte 
de atribuciones suficientes para la aplicación de las sanciones pecuniarias que considere adecuadas en 
orden a la gravedad de los incumplimientos verificados”. Sanciones pecuniarias que deben hacerse 
efectivas “en la persona del Presidente de la Autoridad de Cuenca” y de los demás funcionarios que 
pudieran resultar involucrados por mandatos específicos y determinados.

(21) Las mandas contenidas en esta sentencia son las siguientes: “I. A la autoridad de Cuenca: 1. La instrumen-
tación de un sistema de información digital de acceso público que contenga todos los datos, informes, listados, 
cronogramas, costos, etc. actualizados (considerandos 17, punto II del pronunciamiento antes referido). 2. La 
adopción de algunos de los sistemas internacionales de medición disponibles incluyéndose la realización de 
auditorías técnicas de control (considerando 17, punto I, último párrafo de la sentencia citada), con el objeto de 
dar confiabilidad a la información provista por la Autoridad de Cuenca. 3. La explicación de las razones por las 
cuales no se dio cumplimiento a los mandatos establecidos en la sentencia (respecto a la contaminación de origen 
industrial, al saneamiento de basurales, a la expansión de la red de agua potable, desagües pluviales, saneamiento 
cloacal y al Plan Sanitario de Emergencia, considerando 17 puntos III, IV, VI, VII, VIII Y IX), identificando con 
precisión las causas y los funcionarios involucrados. 4. Informe las razones por las cuales se ha celebrado un con-
venio con la Auditoría General de la Nación (fecha 26 de abril de 2010) relacionado con el control de los fondos 
públicos (considerando 18 de la sentencia citada) y si existió alguna actuación de dicha auditoría desde la fecha de 
la sentencia hasta la firma del convenio referido. II. A la Auditoría General de la Nación: 1. Informe las dificultades 
que haya tenido para efectuar el control encomendado y las observaciones que haya realizado hasta el momento. 
III. Al Defensor del Pueblo de la Nación: 1. Manifieste las observaciones que estime pertinente respecto del grado 
de cumplimiento del Plan de Saneamiento”.
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3. La citación a una nueva audiencia pública

El 17/02/11 la CSJN dio un nuevo impulso de oficio a la ejecución de la sentencia mediante la ci-
tación a una nueva audiencia pública para discutir diversos aspectos del asunto. En esta oportuni-
dad, la Corte sostuvo que las últimas medidas informativas y pronunciamientos ordenatorios por 
ella dictados hasta el momento habían representado un incentivo para profundizar la tarea que viene 
desarrollando el titular del Juzgado Federal de Quilmes en el trámite de ejecución de la sentencia. Sin 
perjuicio de ello, el Máximo Tribunal consideró que la celebración de una audiencia pública con to-
das las partes involucradas como responsables constituía por entonces un valioso instrumento para 
tomar conocimiento “inmediato e integral” de todas las circunstancias relacionadas con el estado de 
cumplimiento de las obligaciones establecidas en la sentencia de fondo.

Partiendo de esas premisas, la Corte convocó la celebración de la audiencia para el 16/03/11, citan-
do para ello a los “más altos funcionarios responsables de cada una de las jurisdicciones alcanzadas”. 
Asimismo, dispuso que tanto el Defensor del Pueblo como la Auditoría General de la Nación forma-
ran parte del acto. El primero de ellos, para expresar las observaciones que tenga respecto del grado 
de cumplimiento del plan de saneamiento; mientras que la segunda lo haría con la finalidad de infor-
mar las dificultades encontradas para efectuar el control del fallo (tal como le fuera encomendado) y 
presentar las observaciones que hubiera realizado hasta el momento.

La audiencia del 16/03/11 terminó con un cuarto intermedio dispuesto por la Corte, hasta que en 
fecha 19/04/11 ésta dictó una nueva sentencia para disponer su continuación. En esta oportunidad la 
CSJN señaló expresamente que correspondía a la ACUMAR concentrar en su presentación la informa-
ción concerniente al genuino y preciso grado de avance respecto de cada uno de los objetivos del plan 
establecido en la sentencia de fondo. De esta forma el Tribunal ratificó que la responsabilidad primaria 
por el cumplimiento del plan está en cabeza de dicho ente interjurisdiccional. Mientras tanto, a los efec-
tos de la audiencia la Corte precisó que el resto de los Estados demandados debían limitarse a prestar 
colaboración con relación a requerimientos relacionados con temas de su competencia territorial. Hay 
dos cuestiones más de esta sentencia que merecen destacarse. En primer lugar, la fijación de una agen-
da con los temas que serían abordados por la Corte en el acto de la audiencia. (22) En segundo lugar, el 
hecho que el Tribunal dispuso realizar un reconocimiento judicial sobre el territorio correspondiente 
a la cuenca hídrica Matanza-Riachuelo, delegando en el Presidente de la Corte y en su secretaría el 
dictado de las medidas que fuera necesario adoptar para la mejor realización de dicha medida ins-
tructoria.

VI. Conclusiones

El proceso judicial es tan solo uno de los medios habilitados para resolver conflictos en el marco de 
una sociedad democrática. Medios que, en cuanto tales, sólo pueden valorarse con relación al tipo de 
conflicto que se pretenda resolver por su intermedio. En este sentido, alguna vez escuché un profesor 
que comparaba al proceso judicial con el oído humano: los sonidos débiles no puede percibirlos, 
mientras que los sonidos altos lo aturden. Conflictos ambientales y sociales como el ventilado en la 
causa “Mendoza” claramente aturden el proceso civil tradicional, pensado siglos atrás para atender 
problemas de otras dimensiones.

Esto es lógico. No puede pretenderse que un proceso ideado para discutir derechos individuales 
pueda brindar una respuesta adecuada a la hora de resolver asuntos que involucran derechos “de 
incidencia colectiva”. (23) Las complejas aristas sociales, políticas y económicas que presentan los 

(22) Ver el Anexo de la decisión. En esta agenda se desagregan numerosas actividades hasta llegar a un total 
de 75 “núcleos temáticos”, divididos por responsable de informar (Defensor del Pueblo, Auditoría General de la 
Nación, ACUMAR, etc.). El Tribunal fue cuidadoso en dejar abierta la posibilidad de abordar otros temas al señalar 
que dicha enunciación de temas “no conforman un conjunto cerrado”.

(23) Así califica la Constitución Nacional argentina al derecho a un medio ambiente sano, entre otros (arts. 41 
y 43 CN).
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procesos colectivos (ambientales y no ambientales) exigen un mecanismo de discusión rodeado de 
mayor transparencia, publicidad y ciertos reaseguros que permitan solucionar el conflicto sin vulne-
rar la garantía de debido proceso legal de las personas involucradas. La República Argentina carece 
de un marco legal adecuado para atender este fenómeno que, a esta altura del siglo XXI, ya no puede 
considerarse como algo verdaderamente novedoso.

En efecto, a pesar de que la reforma constitucional de 1994 incorporó legitimaciones colectivas en 
el texto de la carta magna, así como también reconoció la existencia de una categoría de derechos que 
excede el campo exclusivamente individual (los derechos “de incidencia colectiva” a que me refería 
hace un momento), el legislador nacional no ha regulado un proceso adecuado para canalizar discu-
siones promovida por afectados, defensor del pueblo o asociaciones intermedias en pos de desactivar 
conflictos que envuelven ese tipo de derechos.

Las escasas reglas procesales contenidas en la Ley General del Ambiente N° 25.675 han demostrado 
ser abiertamente insuficientes para enfrentar esta problemática. Sus arts. 30, 32 y 33 sólo se refieren a 
los sujetos legitimados para promover la acción, establecen la posibilidad de plantear una demanda 
por cesación del daño, y regulan -en forma parcial- ciertos aspectos de competencia, medidas caute-
lares, medidas probatorias y alcance subjetivo de la cosa juzgada. Entre otras cuestiones de relevan-
cia, la norma no contempla la posibilidad de juzgamiento colectivo de conflictos individuales homo-
géneos, no exige controlar la calidad del representante colectivo en el caso concreto, nada dice sobre 
la posibilidad de ampliar demanda por otros legitimados, no regula adecuadamente la intervención 
de terceros, carece de normas sobre publicidad del proceso y notificaciones, carece de normas sobre 
litispendencia y, algo de suma relevancia para nuestro trabajo, carece de normas sobre el modo de 
implementar la decisión y ejecutar la sentencia.

Si bien la situación en la cuenca Matanza-Riachuelo dista de ser la ideal y aun queda mucho por 
hacer, las mejoras logradas en la zona contaminada gracias a este proceso son muy importantes. En 
este contexto, podría verse a “Mendoza” como un ejemplo de que, a pesar de las falencias normativas 
de tipo procesal brevemente descriptas, los jueces pueden llevar adelante un caso de estas caracte-
rísticas si toman la decisión de hacerlo. De hecho, prácticamente la totalidad de la doctrina argentina 
que ha comentado la decisión no tiene más que elogios en este sentido. Comparto esta lectura, pero 
con una nota de advertencia que creo necesaria: la CSJN puede gestionar el proceso como lo está 
haciendo porque es la CSJN. Lo que quiero decir es que difícilmente encontremos un juez de primera 
instancia con la voluntad, los recursos y la audacia para embarcarse en una empresa semejante. Ello 
por no hablar de los serios cuestionamientos que podría generar para este hipotético juez de primera 
instancia el apartamiento manifiesto de diversas normas procesales (como ha sucedido en “Mendo-
za”), especialmente en un escenario judicial mayormente conservador como el argentino.

En Julio de 2011 se cumplieron tres años desde el dictado de la decisión de fondo. Tres años en 
los cuales, según intenté mostrar a lo largo de este trabajo, la ejecución de lo decidido ha generado 
numerosos problemas y cuestionamientos, pero también un diálogo institucional continuo entre el 
Poder Judicial y la administración. Diálogo institucional del cual se hallaban excluidos muchos de los 
habitantes de la zona.

Sin lugar a dudas el remedio estructural diseñado en esta causa ha servido y servirá como fuente de 
ideas y como disparador para continuar profundizando en la discusión. Una discusión que debería 
arrojar como resultado argumentos sólidos para sustentar la sanción de un sistema procesal acorde 
con la magnitud de los intereses sociales, políticos y económicos que se encuentran en disputa en 
este tipo de procesos.
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